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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 334/2021/1 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: **********.
AUTORIDAD DEMANDADA:

H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI, SAN LUIS POTOSI Y OTRAS AUTORIDADES.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a treinta de octubre de dos mil veinticuatro. 

V I S T O para resolver el PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE DECLARACIÓN DE BENEFICIARIOS Y SOLICITUD DE PENSIÓN promovido por **********, respecto de los derechos laborales que generó el finado**********, quien era elemento de seguridad púbica en la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí; y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el dieciocho de mayo de dos mil veintiuno, comparecieron las C. **********por su propio derecho, y la primera en representación del menor**********, promoviendo el PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE DECLARACIÓN DE BENEFICIARIOS Y SOLICITUD DE PENSIÓN, respecto de los derechos laborales que generó el finado**********, señalando como autoridades demandadas a las siguientes:

I. Ayuntamiento de San Luis Potosí;

II. Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, ahora Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana;

III. Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento referido.
II.- Por acuerdo de quince de julio de dos mil veintidós, y en virtud de la resolución interlocutoria dictada el dos de julio de dos mil veintidós, dictada en cumplimiento a la determinación tomada el cuatro de mayo del dos mil veintidós, en el juicio de Amparo Directo número**********, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito; se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las once horas del once de septiembre del dos mil veinticuatro, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, con la presencia de la parte actora y su autorizada,  sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, se desahogó la prueba testimonial ofertada por la parte actora, con el resultado que consta en el acta de la audiencia de ley respectiva, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que las partes únicamente la diversa autoridad Síndica Municipal y Presidenta de la Comisión Permanente de Pensiones del Ayuntamiento de San Luis Potosí formulo alegatos, los que se ordenaron glosar a los autos para los efectos legales conducentes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones XI y XIII, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, en relación a la solicitud de pensión que formula, y de igual manera es competente para conocer y resolver el procedimiento de declaración de beneficiarios de un finado que trabajó en una institución de seguridad pública municipal, en virtud de lo resuelto en la determinación tomada el cuatro de mayo del dos mil veintidós, en el juicio de Amaro Directo número**********, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito; en base a la interpretación sistemática de la Ley Fundamental –artículos 17, 123, apartado B, fracción XIII-, la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado –ordinales 51, 57 y 58- y el sistema complementario conformado por la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado –numerales 4, 43- y la Ley Federal del Trabajo –preceptos 115, 501, 503, 892 y 896-. Asimismo, los ordinales 1º, 2º, 7º, fracción XVIII, y 9º fracción III, 24, 35, fracciones VIII y XV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; complementan la competencia de este Tribunal para resolver el presente asunto.
Además, este Tribunal tiene competencia por afinidad conforme al criterio, cuyo rubro y datos de ubicación se citan enseguida:
Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo III, Junio de 1996; Pág. 244. 2a./J. 23/96. Registro No. 200 587

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- “De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."

SEGUNDO.- Para efecto de resolver el procedimiento de declaración de beneficiarios y solicitud de pensión promovido por la aquí accionante, es menester definir el marco jurídico aplicable relacionado a dicho procedimiento.
En ese sentido, el marco jurídico aplicable al procedimiento de declaración de beneficiarios, es a la luz de las consideraciones realizadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, en su ejecutoria de fecha cuatro de mayo del dos mil veintidós, pronunciada en el juicio de Amaro Directo número**********, donde le concedió el Amparo y Protección de la Justicia de la Unión a la parte quejosa **********por propio derecho y en representación de sus hijos **********y el menor  de edad**********.
En tal virtud, es necesario tener presente que la actora **********acude en su carácter de esposa, lo que justifica debidamente con el  documento original del acta certificada de matrimonio que consta a foja 11 de autos -del finado **********- tal y como se advierte del original del acta certificada de defunción visible a fojas 14 del expediente en que se actúa, y la C. **********comparece en su calidad de hija del finado**********, lo cual justifica debidamente con el  documento original del acta certificada de nacimiento que consta a foja 12 de autos; por lo que el finado**********, quién en vida trabajó como integrante de una institución de seguridad pública del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, lo que se corrobora con las pruebas consistentes en: copias certificadas de la credencial original a nombre de**********, como policía Tercero en la Dirección General de Seguridad Pública Municipal y  recibos (18) expedidos por el Ayuntamiento de San Luis Potosí, a favor de**********, (ver fojas 24 a la 34); por tanto, el presente asunto fue promovido por la esposa e hija del finado**********, quien laboró como integrante de una institución de seguridad pública del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí. 
Además, la parte actora compareció en representación de su menor hijo**********., lo cual justificó debidamente con el acta de nacimiento correspondiente, que consta a fojas 13 del presente expediente, con la que se acredita el parentesco del menor con la compareciente y el finado**********.
Ahora bien, en el caso que nos ocupa la aquí actora**********, exigió el reconocimiento de la misma, así como de sus hijos **********y el menor  de edad**********., como beneficiarios de**********, quien era policía del Ayuntamiento de la capital. 
Por lo tanto, como la persona respecto de la que se pidió el reconocimiento de beneficiarios, se desempeñaba como policía; resulta evidente que su relación con el Estado era de naturaleza administrativa, debido a que su nombramiento tuvo origen en un acto condición.
Con base en los antecedentes narrados por la parte actora, se pone de manifiesto que sus prestaciones pretendidas, así como también de sus hijos, es el reconocimiento de carácter de beneficiarios en relación a los derechos pensionarios de su extinto cónyuge y padre respectivamente. Por tanto, se está ante el ejercicio de la acción de reconocimiento de beneficiarios, respecto de los derechos de seguridad social que le corresponden a un miembro del sistema de seguridad pública, que de suyo, haría posible el cobro de la pensión respectiva.
Como quedo señalado, el marco jurídico aplicable a la luz de las consideraciones legales de la ejecutoria pronunciada en el juicio de Amparo Directo número**********, es el siguiente:

Artículos 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 45 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; y 51 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, que textualmente señalan lo siguiente:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán:

…

B. 
Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores:

…

XIII.- Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes.

Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido.

Las autoridades federales, de las entidades federativas y municipales, a fin de propiciar el fortalecimiento del sistema de seguridad social del personal del Ministerio Público, de las corporaciones policiales y de los servicios periciales, de sus familias y dependientes, instrumentarán sistemas complementarios de seguridad social.

El Estado proporcionará a los miembros en el activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, las prestaciones a que se refiere el inciso f) de la fracción XI de este apartado, en términos similares y a través del organismo encargado de la seguridad”

Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

"Artículo 45. Las Instituciones de Seguridad Pública deberán garantizar, al menos las prestaciones previstas como mínimas para los trabajadores al servicio del Estado; las entidades federativas y municipios generarán de acuerdo a sus necesidades y con cargo a sus presupuestos, una normatividad de régimen complementario de seguridad social y reconocimientos, de acuerdo a lo previsto en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos."
Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí

Artículo 51. “Los integrantes de las instituciones de seguridad pública en el Estado y los ayuntamientos, por la naturaleza de su función, y atendiendo a lo establecido en lo conducente por los artículos, 123 Apartado B fracción XIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 89 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, tendrán el carácter de agentes depositarios de autoridad. Por tanto, su relación con la administración pública será de carácter administrativo, y se regirá por lo establecido en esta Ley y demás ordenamientos aplicables.

Las instituciones de seguridad pública deberán garantizar para su personal, al menos las prestaciones previstas para los trabajadores al servicio del Estado y municipios; generarán, de acuerdo a sus necesidades y con cargo a sus presupuestos, una normatividad de régimen complementario de seguridad social y reconocimientos, de acuerdo a lo previsto en el artículo 123 apartado B fracción XIII párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

Los preceptos, constitucional y legales, transcritos, ponen de manifiesto que:

1. En materia de trabajo, los miembros de las instituciones policiales, entre otros, se regirán por sus propias leyes.

2. Es un deber constitucional a cargo de las autoridades de las entidades federativas y municipales, la instrumentación de sistemas complementarios de seguridad social, a fin de propiciar el fortalecimiento de este derecho en favor del personal de las corporaciones policiales.

3. En el caso de San Luis Potosí, las instituciones de seguridad pública deberán garantizar, al menos las prestaciones previstas como mínimas para los trabajadores al servicio del Estado.
Bien, a efecto de cumplir con el mandato constitucional que obliga a las autoridades de esta entidad federativa a la instrumentación de sistemas complementarios de seguridad social para los miembros de corporaciones policiacas, el legislador ordinario estableció a las Instituciones de Seguridad Pública la obligación de garantizar para su personal, como mínimo, las prestaciones previstas para los trabajadores al servicio del Estado, por ende, éstas constituyen la base fundamental sobre la que deberá regirse dicho sistema.

De esta manera, es claro que los parámetros mínimos que las autoridades deben respetar cuando se trate de una prestación de seguridad social en favor de un policía o de sus beneficiarios, son aquéllos legalmente previstos para los trabajadores al servicio del Estado, por lo que la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, resulta aplicable en forma complementaria en dicha materia, atento al reconocimiento expreso de la normativa especial, en el sentido de que se deberán garantizar en su favor, al menos, esos derechos, lo cual es acorde con la regla de complementariedad que deriva del orden constitucional.

Por ello, aunque en términos del artículo 123 constitucional, apartado B, fracción XIII, deben excluirse, entre otros, a los elementos de seguridad pública de las normas que rigen las relaciones del Estado con sus trabajadores; tal regla, encuentra excepción al tratarse de cuestiones relacionadas con la seguridad social, pues el propio precepto constitucional habilita a las autoridades de las entidades federativas para que instrumenten sistemas complementarios en ese ámbito, los cuales bien pueden remitir a esas normas a fin de aplicarlas de manera análoga o por igualdad de razón.
Luego, el hecho de que la legislación local de los trabajadores del Estado sea el criterio orientador a partir del cual debe complementarse lo relativo a la seguridad social de los miembros de aquellas corporaciones, no significa que se les esté sujetando al régimen de los trabajadores del Estado; porque, precisamente, la ley local sólo es la pauta para fijar sus prestaciones de seguridad social y la remisión que se hace a la aplicación mínima de sus normas para el reconocimiento de los derechos de seguridad social en favor de los policías, no tiende a variar la relación administrativa que surge entre éstos y el Estado, sino que sólo lleva a establecer el contenido material de las normas especiales, a través de la complementariedad, esto es, con base en las leyes preexistentes sobre la materia de seguridad social que resultan análogas y que, por ello, le resultan aplicables.
Así, la interpretación armónica de lo dispuesto en la Carta Fundamental, en relación con las leyes secundarias en cita, da cuenta de que aun cuando los elementos de seguridad pública, por virtud de la relación administrativa que tienen con el Estado, no se rigen, por regla general, por el sistema de normas laborales que atañe a los trabajadores del Estado; lo cierto es que al tratarse de las prestaciones en materia de seguridad social, no se deben desconocer en su perjuicio los derechos mínimos que dicho ordenamiento laboral prevé.
Esto significa que, por excepción, en cuestiones de seguridad social, a los elementos de seguridad pública, materialmente, le es aplicable, en lo atinente, la normativa burocrática, para dar efectividad a esa parte de sus derechos, los cuales se regirán en forma análoga por esas disposiciones, en tanto, en su caso, la normatividad que contempla el régimen complementario de seguridad social a que se refiere el artículo 51, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, dé eficacia al ordinal 57, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, que en lo que aquí interesa, prevé:
“ARTICULO 57. Son derechos de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública.

…

VII. Disfrutar las prestaciones y servicios de seguridad social, garantizando un sistema de retiro digno;

VIII. Contar con sistemas de seguros que contemplen el fallecimiento, desaparición, o la incapacidad total o permanente acaecida en el cumplimiento de sus funciones;

…

X. De igual forma, se establecerán sistemas de seguros para los familiares de los policías, que contemplen el fallecimiento y la incapacidad total o permanente acaecida en el cumplimiento de sus funciones;

…”

Establecido lo anterior, es necesario tomar en cuenta que en la ley de la materia el único precepto que hace alusión a los beneficiarios de los miembros de seguridad pública en relación con los derechos de seguridad social, es el siguiente:

“Artículo 58.- Si el elemento de seguridad pública desapareciera de su domicilio por más de un mes sin que se tenga noticia de su paradero, quienes fueran señalados como beneficiarios a la trasmisión de sus derechos, podrán solicitar ante los superiores de aquél, que inicien las gestiones legales sobre su desaparición y la entrega que corresponda de la percepción de sus remuneraciones, o se les transfieran con el carácter de provisional el pago de las primas de seguro y los montos de las prestaciones de carácter social, con la sola presentación de la denuncia de la desaparición y su parentesco, sin que sea necesario promover diligencias de declaración de ausencia.

Si el elemento llegare a presentarse, tendrá derecho a recibir las diferencias entre el monto de la remuneración y la parte entregada a sus beneficiarios. Si se comprueba el fallecimiento del elemento, la trasmisión tendrá carácter de definitiva.”
Tal precepto, al referirse a las personas que fueran señaladas como beneficiarios de la transmisión de derechos de un miembro de seguridad pública, implícitamente, reconoce la necesidad, así como la posibilidad, de que ciertas personas puedan ser consideradas y reconocidas como beneficiarias respecto de los derechos que correspondan a los policías. Por tanto, la declaración respectiva, se traduce en una institución necesaria para efectos de que aquéllos puedan subrogarse en los derechos que correspondan a éstos, una vez acaecida la desaparición, y en su defecto, la muerte.
Por ende, si tomamos en cuenta que la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado, en su artículo 43, prevé: 
ARTICULO 43.- “Los beneficiarios del trabajador fallecido tendrán derecho a percibir las prestaciones o indemnizaciones pendientes de cubrirse, ejercitar las acciones derivadas del trabajo y continuar los juicios laborales acreditando legalmente su parentesco." 

Entonces, un derecho mínimo que se reconoce, en forma análoga a los miembros de las instituciones de seguridad pública, es que cuando éstos fallezcan, sus beneficiarios tendrán derecho a percibir las prestaciones o indemnizaciones correspondientes. Para lo cual, se torna como una cuestión lógica y necesaria, que exista una declaración previa de quiénes tienen tal carácter, esto es, su reconocimiento como beneficiarios, para que puedan exigir esos derechos directamente ante la autoridad correspondiente, o bien, para demandar su cumplimiento en juicio en caso de negativa de la autoridad. Así, el derecho mínimo a obtener el reconocimiento o la declaración de beneficiario, surge justamente con la muerte del titular directo de los referidos derechos y constituye un requisito previo para poder exigir ante la autoridad correspondiente el pago de las prestaciones o derechos de seguridad social que en vida le correspondieron.
Al respecto, el artículo 4° de la Ley de los Trabajadores Burocráticos del Estado, aplicable al caso como norma mínima complementaria en materia de seguridad social respecto de los policías, dispone: 
ARTÍCULO 4°.- “En lo no previsto en este ordenamiento, se aplicarán supletoriamente y, en su orden, la Ley Federal del Trabajo, la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, los principios generales del Derecho y de la justicia social, la jurisprudencia, la costumbre y la equidad. Si aún persiste la duda se resolverá con la interpretación más favorable al trabajador." 

Esto es, en las cuestiones no reglamentadas por dicha norma, como es lo relativo al procedimiento especial de declaración de beneficiarios, remite a la aplicación supletoria de: las normas de los trabajadores en general; la ley federal burocrática, los principios generales del derecho, entre ellos, la justicia social; la jurisprudencia; la costumbre; y la equidad.

Por su parte, en la Ley Federal del Trabajo, en lo que interesa, ha sido una constante el reconocimiento del procedimiento especial de beneficiarios, tal y como se puede constatar a través del cuadro comparativo entre la ley anterior y la actual, a saber:

	LEY FEDERAL DEL TRABAJO ACTUAL

ÚLTIMA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN: 2 DE JULIO DE 2019
	LEY FEDERAL DEL TRABAJO ANTERIOR

ÚLTIMA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN: 9 DE ABRIL DE 2012

	Artículo 115.- Los beneficiarios del trabajador fallecido tendrán derecho a percibir las prestaciones e indemnizaciones pendientes de cubrirse, ejercitar las acciones y continuar los juicios, sin necesidad de juicio sucesorio.
	Artículo 115.- Los beneficiarios del trabajador fallecido tendrán derecho a percibir las prestaciones e indemnizaciones pendientes de cubrirse, ejercitar las acciones y continuar los juicios, sin necesidad de juicio sucesorio.

	Artículo 501.- Tendrán derecho a recibir indemnización en los casos de muerte o desaparición derivada de un acto delincuencial:

(REFORMADA, D.O.F. 1 DE MAYO DE 2019)

I. La viuda o el viudo, los hijos menores de dieciocho años y los mayores de esta edad si tienen una incapacidad de cincuenta por ciento o más, así como los hijos de hasta veinticinco años que se encuentran estudiando en algún plantel del sistema educativo nacional; en ningún caso se efectuará la investigación de dependencia económica, dado que estos reclamantes tienen la presunción a su favor de la dependencia económica;

(REFORMADA, D.O.F. 1 DE MAYO DE 2019)

II. Los ascendientes concurrirán con las personas mencionadas en la fracción anterior sin necesidad de realizar investigación económica, a menos que se pruebe que no dependían económicamente del trabajador;

(REFORMADA, D.O.F. 1 DE MAYO DE 2019)

III. A falta de cónyuge supérstite, concurrirá con las personas señaladas en las dos fracciones anteriores, la persona con quien el trabajador vivió como si fuera su cónyuge durante los cinco años que precedieron inmediatamente a su muerte, o con la que tuvo hijos, sin necesidad de realizar investigación económica, siempre que ambos hubieran permanecido libres de matrimonio durante el concubinato;

(REFORMADA, D.O.F. 1 DE MAYO DE 2019)

IV. Las personas que dependían económicamente del trabajador concurrirán con quienes estén contemplados en cualquiera de las hipótesis de las fracciones anteriores, debiendo acreditar la dependencia económica, y

V. A falta de las personas mencionadas en las fracciones anteriores, el Instituto Mexicano del Seguro Social.
	Artículo 501.- Tendrán derecho a recibir la indemnización en los casos de muerte:

I. La viuda, o el viudo que hubiese dependido económicamente de la trabajadora y que tenga una incapacidad de cincuenta por ciento o más, y los hijos menores de dieciséis años y los mayores de esta edad si tienen una incapacidad de cincuenta por ciento o más;

II. Los ascendientes concurrirán con las personas mencionadas en la fracción anterior, a menos que se pruebe que no dependían económicamente del trabajador;

(REFORMADA, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1975)

III.- A falta de cónyuge supérstite, concurrirá con las personas señaladas en las dos fracciones anteriores, la persona con quien el trabajador vivió como si fuera su cónyuge durante los cinco años que precedieron inmediatamente a su muerte, o con la que tuvo hijos, siempre que ambos hubieran permanecido libres de matrimonio durante el concubinato.

(REFORMADA, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1975)

IV.- A falta de cónyuge supérstite, hijos y ascendientes, las personas que dependían económicamente del trabajador concurrirán con la persona que reúna los requisitos señalados en la fracción anterior, en la proporción en que cada una dependía de él; y

V. A falta de las personas mencionadas en las fracciones anteriores, el Instituto Mexicano del Seguro Social.

	Artículo 503.- Para el pago de la indemnización en los casos de muerte o desaparición derivada de actos delincuenciales, por riesgo de trabajo, se observarán las normas siguientes:

I. La Inspección del Trabajo que reciba el aviso de la muerte o de la desaparición por actos delincuenciales, o el Tribunal ante el que se inicie el reclamo del pago de la indemnización, mandará practicar dentro de las setenta y dos horas siguientes una investigación encaminada a averiguar qué personas dependían económicamente del trabajador y ordenará se fije un aviso en lugar visible del establecimiento donde prestaba sus servicios, convocando a los beneficiarios para que comparezcan ante el Tribunal del conocimiento, dentro de un término de treinta días naturales, a ejercitar sus derechos;

II. Si la residencia del trabajador en el lugar de su muerte o cuando sucedió la desaparición por actos delincuenciales era menor de seis meses, se girará exhorto al Tribunal o al Inspector del Trabajo del lugar de la última residencia, a fin de que se practique la investigación y se fije el aviso mencionado en la fracción anterior;

III. El Tribunal o el Inspector del Trabajo, independientemente del aviso a que se refiere la fracción I, podrán emplear los medios publicitarios que juzguen conveniente para convocar a los beneficiarios;

IV. El Inspector del Trabajo, concluida la investigación, remitirá el expediente al Tribunal;

V. Satisfechos los requisitos señalados en las fracciones que anteceden y comprobada la naturaleza del riesgo, el Tribunal procederá de conformidad con lo establecido en el artículo 893 de la Ley, observando el procedimiento especial;

VI. El Tribunal apreciará la relación de esposo, esposa, hijos y ascendientes, sin sujetarse a las pruebas legales que acrediten el matrimonio o parentesco, pero no podrá dejar de reconocer lo asentado en las actas del Registro Civil, y

VII. El pago hecho en cumplimiento de la resolución del Tribunal libera al patrón de responsabilidad. Las personas que se presenten a deducir sus derechos con posterioridad a la fecha en que se hubiese verificado el pago, sólo podrán deducir su acción en contra de los beneficiarios que lo recibieron.


	Artículo 503.- Para el pago de la indemnización en los casos de muerte por riesgo de trabajo, se observarán las normas siguientes:

I. La Junta de Conciliación Permanente o el Inspector del Trabajo que reciba el aviso de la muerte, o la Junta de Conciliación y Arbitraje ante la que se reclame el pago de la indemnización, mandará practicar dentro de las veinticuatro horas siguientes una investigación encaminada a averiguar qué personas dependían económicamente del trabajador y ordenará se fije un aviso en lugar visible del establecimiento donde prestaba sus servicios, convocando a los beneficiarios para que comparezcan ante la Junta de Conciliación y Arbitraje, dentro de un término de treinta días, a ejercitar sus derechos;

II. Si la residencia del trabajador en el lugar de su muerte era menor de seis meses, se girará exhorto a la Junta de Conciliación Permanente, a la de Conciliación y Arbitraje o al Inspector del Trabajo del lugar de la última residencia, a fin de que se practique la investigación y se fije el aviso mencionado en la fracción anterior;

III. La Junta de Conciliación Permanente, la de Conciliación y Arbitraje o el Inspector del Trabajo, independientemente del aviso a que se refiere la fracción I, podrá emplear los medios publicitarios que juzgue conveniente para convocar a los beneficiarios;

IV. La Junta de Conciliación Permanente, o el Inspector del Trabajo, concluida la investigación, remitirá el expediente a la Junta de Conciliación y Arbitraje;

V. Satisfechos los requisitos señalados en las fracciones que anteceden y comprobada la naturaleza del riesgo, la Junta de Conciliación y Arbitraje, con audiencia de las partes, dictará resolución, determinando qué personas tienen derecho a la indemnización;

VI. La Junta de Conciliación y Arbitraje apreciará la relación de esposo, esposa, hijos y ascendientes, sin sujetarse a las pruebas legales que acrediten el matrimonio o parentesco, pero no podrá dejar de reconocer lo asentado en las actas del Registro Civil; y

VII. El pago hecho en cumplimiento de la resolución de la Junta de Conciliación y Arbitraje libera al patrón de responsabilidad. Las personas que se presenten a deducir sus derechos con posterioridad a la fecha en que se hubiese verificado el pago, sólo podrán deducir su acción en contra de los beneficiarios que lo recibieron.


Artículo 892. Las disposiciones de este Capítulo rigen la tramitación de los conflictos que se susciten con motivo de la aplicación de los artículos 5o. fracción III; 28, fracción III; 151; 153, fracción X; 158; 162; 204, fracción IX; 209, fracción V; 210; 236, fracciones II y III; 389; 418; 425, fracción IV; 427 fracciones I, II y VI; 434, fracciones I, III y V; 439; 503 y 505 de esta Ley y los conflictos que tengan por objeto el cobro de prestaciones que no excedan del importe de tres meses de salarios.

	
	


De los artículos preinsertos, se desprende, que la Ley Federal del Trabajo, de aplicación supletoria a la norma burocrática estatal, de igual modo, prevé el reconocimiento del derecho de los beneficiarios a percibir las prestaciones e indemnizaciones que en vida correspondieron al trabajador; las personas que tienen derecho a ellas; el procedimiento especial a practicar una vez que se recibe el aviso de muerte; así como la necesidad de realizar la investigación correspondiente para determinar quiénes tienen el carácter de beneficiarios, a fin de que puedan ejercer sus derechos y subrogarse en los del titular fallecido.
De esta forma, el reconocimiento de beneficiarios se erige como un procedimiento especial o sui generis, que tiene lugar cuando acontece la muerte, hecho jurídico generador de consecuencias jurídicas, sin que resulte necesario que se tramite un juicio sucesorio, como expresamente lo reconoce la ley. Y tiene como propósito establecer quiénes pueden percibir las prestaciones e indemnizaciones de seguridad social pendientes de cubrirse con motivo de fallecimiento del trabajador. En efecto, para la procedencia de tal reconocimiento, basta que el titular de esos derechos haya fallecido, lo que conlleva la necesidad de saber quiénes son las personas que como beneficiarios puedan subrogarse en sus derechos.
Al respecto, son ilustrativas, por analogía, la jurisprudencia 1/2017 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la tesis aislada I.14o.T.14 L, que se comparte, del Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, cuyos rubros y textos son:
Localización: [J]; 10a. Época; 2a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 39, Febrero de 2017; Tomo I; Pág. 530. 2a./J. 1/2017 (10a.). Registro No. 2 013 592

"PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE DECLARACIÓN DE BENEFICIARIOS. LA RESOLUCIÓN QUE LO DIRIME TIENE LA NATURALEZA DE LAUDO, POR LO QUE, EN SU CONTRA, PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO.- PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE DECLARACIÓN DE BENEFICIARIOS. LA RESOLUCIÓN QUE LO DIRIME TIENE LA NATURALEZA DE LAUDO, POR LO QUE, EN SU CONTRA, PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO.- El procedimiento especial de declaración de beneficiarios a que se refiere el artículo 892, en relación con el 503, ambos de la Ley Federal del Trabajo, tiene como objetivo determinar quién o quiénes y en qué proporción habrán de suceder al trabajador fallecido en sus derechos laborales, liberando al patrón de responsabilidad en caso de que pague a quien señale la Junta de Conciliación y Arbitraje; procedimiento que es útil en caso de muerte por riesgos de trabajo o cuando se encuentran pendientes de cubrir prestaciones o indemnizaciones, ejercitar acciones o continuar juicios, según se advierte de los numerales 115 y 503 de la citada legislación, pues evita la obligación de sustanciar el juicio sucesorio. Ahora bien, en dicho procedimiento la Junta está obligada a investigar y convocar a quienes consideran tener derecho a ser declarados beneficiarios del extinto trabajador, y se da la oportunidad de exhibir pruebas, formular alegatos y oponerse al derecho de presuntos beneficiarios, es decir, admite controversia entre éstos y, por tanto, tiene la naturaleza de juicio; sin que constituya una incidencia o etapa preliminar, ya que su objetivo es exclusivamente el mencionado, y lo corrobora el hecho de que en caso de muerte por riesgos de trabajo o prestaciones pendientes, no necesariamente se desarrollará una controversia entre patrón y beneficiarios con posterioridad a su resolución. Por ello, si aquel procedimiento se estableció para admitir una controversia entre partes y no constituye una incidencia ni un acto prejudicial o preparatorio a juicio, la resolución que lo dirime no constituye una actuación dictada en juicio, fuera de juicio o después de concluido, sino que tiene la naturaleza de laudo, en términos de la fracción III del artículo 837 de la Ley Federal del Trabajo y, por ende, en su contra procede el juicio de amparo directo.

Contradicción de tesis 237/2016.

…”
Localización: [TA]; 10a. Época; T.C.C.; Gaceta S.J.F.; Libro 62, Enero de 2019; Tomo IV; Pág. 2615. I.14o.T.14 L (10a.). Registro No. 2 018 913

“RECONOCIMIENTO DE BENEFICIARIOS DEL TRABAJADOR FALLECIDO. LA DEPENDENCIA ECONÓMICA EN EL CASO DE SUS ASCENDIENTES SE PRESUME, SALVO PRUEBA EN CONTRARIO POR QUIENES SE CONSIDEREN CON MEJOR DERECHO.- De los artículos 115 y 501, fracciones I y II, de la Ley Federal del Trabajo, se advierte que los beneficiarios del trabajador fallecido tendrán derecho a percibir las prestaciones e indemnizaciones pendientes de cubrirse, ejercitar las acciones y continuar los juicios, sin necesidad de juicio sucesorio. Entre las personas con derecho a esa indemnización se ubican los ascendientes, quienes por el hecho de acreditar ese vínculo con el de cujus, gozan de la presunción de la dependencia económica que tenían con aquél, a menos de que se pruebe su inexistencia, por lo que, en todo caso, la carga probatoria recae sobre quienes concurran al juicio especial previsto en el numeral 503 de la ley referida, respecto al reconocimiento de beneficiarios; como puede ser la viuda o el viudo, los hijos menores de 16 años y los mayores de esta edad, si tienen una incapacidad; pues en dicho procedimiento es en donde se define quién de los que comparezcan tiene mejor derecho para que se le otorgue el reconocimiento respectivo y, en consecuencia, los beneficios laborales que generó el de cujus. Por tanto, si los ascendientes demuestran el vínculo que tenían con el trabajador finado, no están obligados a acreditar la dependencia económica que tenían con él en su momento, con lo que se cumple el requisito de la fracción II aludida, para la designación de beneficiarios. DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO.
Por ende, el procedimiento especial de declaración de beneficiarios, al ser una institución necesaria y un derecho mínimo de seguridad social, es aplicable, por analogía, a la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en relación con los policías, de acuerdo con el régimen complementario en esa materia, previsto en la ley burocrática estatal, la cual, en ese apartado, remite a las normas de la Ley Federal del Trabajo. Ello es así, en virtud de que ante eventualidades como la muerte, siempre resultara indispensable que se dilucide primeramente y con claridad quienes tienen el carácter de beneficiarios a fin de que puedan subrogarse en lo derechos del finado y con base en ello, solicitar el pago de las prestaciones correspondientes e indemnizaciones a que hubiere lugar directamente ante el obligado principal, o bien, para exigir su cumplimiento forzoso a través de las vías procedentes.

De este modo, si en la legislación aplicable en forma complementaria se permite acudir a la Ley Federal del Trabajo, en lo relativo a dicho procedimiento especial de declaración de beneficiarios, a fin de asegurar los derechos de seguridad social de los empleados públicos y de sus beneficiarios; entonces, se está ante un derecho mínimo que, de igual modo, permitirá alcanzar los fines de la seguridad social respecto de los policías; de ahí que, como se dijo, ese procedimiento constituye una institución necesaria, pues por medio de él se podrá determinar y declarar quién o quiénes tienen el carácter de beneficiarios de los miembros de las instituciones de seguridad y, de esa forma, las personas reconocidas con tal calidad, podrán sustituirse en los derechos que en vida les hubieren correspondido a aquéllos; de ahí que ese procedimiento especial resulte aplicable al régimen de seguridad social de los miembros de las instituciones de seguridad pública, como norma indispensable para cumplir con los objetivos propios de la materia.

Así, aunque la norma aplicable, de forma complementaria, en materia de declaración de beneficiarios de los policías, es de naturaleza burocrática; tal circunstancia, no lleva a desconocer que las relaciones entre aquéllos con el Estado, son sui generis, al provenir de un acto-condición, por lo cual todas las controversias que se susciten en relación con sus derechos, con independencia de la norma aplicable para resolver el fondo del asunto, deberán tramitarse ante los tribunales administrativos correspondientes, quienes adquieren competencia por afinidad y, por ello, dichos tribunales no sólo deben conocer de dichas controversias, sino resolverlas con base en la norma material aplicable, aun cuando ésta no resulte ser formalmente administrativa, puesto que sería un contrasentido otorgar competencia a un tribunal para conocer por afinidad de ciertos aspectos, pero negar la procedencia de la acción con base en que no se ajusta a las normas estrictamente administrativas, cuando por la naturaleza de la acción ejercida, ésta debe ajustarse y resolverse con base en las normas especiales que la rigen, como en el presente asunto.

Resultan aplicables en cuanto a este tópico, por analogía, las jurisprudencias 77/95 y 31/2019 de la Segunda Sala del alto tribunal del país, las cuales, por su orden, dicen:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo II, Diciembre de 1995; Pág. 290. 2a./J. 77/95. Registro No. 200 663

“COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS SUSCITADOS CON MOTIVO DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE POLICÍAS MUNICIPALES Y JUDICIALES DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO Y SUS MUNICIPIOS, CON LAS DEPENDENCIAS DE SEGURIDAD RESPECTIVAS. CORRESPONDE, POR AFINIDAD, AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO.- En la tesis de jurisprudencia 24/1995, sustentada por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 43, Tomo II, correspondiente al mes de septiembre de 1995, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación, con el rubro: "POLICÍAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO Y DE SUS MUNICIPIOS. SU RELACIÓN JURÍDICA ES DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA", se estableció que los miembros de dichas corporaciones, al formar parte de un cuerpo de seguridad pública, mantienen una relación de naturaleza administrativa con el gobierno del Estado o del Municipio, que está regida por las normas legales y reglamentarias correspondientes, por disposición expresa del artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución, con lo cual se excluye de considerar a los miembros de los cuerpos de seguridad pública, así como a los militares, marinos y al personal del servicio exterior, como sujetos de una relación de naturaleza laboral con la institución a la que presten sus servicios. Ahora bien, ni los artículos 1, 2, 3 y 95, fracción I, del Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de los Poderes del Estado, de los Municipios y de los Organismos Coordinados y Descentralizados de Carácter Estatal, respecto del Tribunal de Arbitraje, ni los artículos 30 y 29, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa, por lo que toca al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, ambos ordenamientos de la citada entidad federativa, señalan con precisión la competencia para que uno de esos órganos conozca de la demanda promovida por un policía municipal o judicial en contra de las instituciones de seguridad pública, en la que se deduzcan pretensiones derivadas de la prestación de servicios. Por ello, ante la falta de disposición legal en el Estado de México que instituya alguna autoridad con facultades expresas para resolver ese tipo de controversias, debe recaer la competencia en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, en acatamiento de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 17 de la Constitución General de la República, que consagra la garantía de que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia, por ser ese tribunal administrativo, de acuerdo con las facultades de que está investido, el más afín para conocer de la demanda relativa.

Competencia 362/95”

Localización: [J]; 10a. Época; 2a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 64, Marzo de 2019; Tomo II; Pág. 2015. 2a./J. 31/2019 (10a.). Registro No. 2 019 442
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. ES COMPETENTE PARA CONOCER DEL RECLAMO DE RECONOCIMIENTO DE UN RIESGO DE TRABAJO ANTE EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, FORMULADO POR AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO, PERITOS Y MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES FEDERALES.- De acuerdo con el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con diversos criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la relación jurídica entre los servidores públicos citados y el Estado es de naturaleza administrativa. En ese sentido, el derecho de los agentes del Ministerio Público, peritos y miembros de las instituciones policiales federales, de solicitar ante el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado la calificativa de un riesgo de trabajo tiene esa misma naturaleza y, en consecuencia, conforme al artículo 3, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, corresponde a este Tribunal conocer de los conflictos en los que se demande al Instituto mencionado el reconocimiento de un riesgo de trabajo

Contradicción de tesis 280/2018”

Máxime cuando, como en el caso, son los propios principios previstos tanto en la norma fundamental como en la legislación especial en materia de seguridad pública, los que remiten a la aplicabilidad de la norma burocrática, en forma complementaria, para fines de establecer los derechos de seguridad social de los sujetos a los que regula y resolver las controversias que se susciten al respecto; por tanto, los elementos de procedencia de las acciones relacionadas con los derechos mínimos en materia de seguridad social, se regirán por las normas materiales aplicables (legislación burocrática) que rigen en forma complementaria en dicha materia, pues constituyen las normas especiales aplicables a esos casos, por lo que no podrán regirse por las normas generales relacionadas con el aspecto meramente administrativo.

De ahí que, al ser variada la índole de asuntos de los que puede conocer un tribunal administrativo, debido a las características propias que ciertas clase de derechos tienen y que requieren de la aplicación de normas especiales o materiales que no se traducen propiamente en cuestiones meramente administrativas, sino en verdaderas acciones constitutivas o declarativas totalmente indispensables para dar eficacia al orden jurídico y a los derechos mínimos consagrados en favor de los policías; entonces, en respeto al artículo 17 constitucional, el cual prevé, en lo conducente: 
Artículo 17.- “Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho. - Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.- 
Siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales." 
De acuerdo a dicho precepto, debe privilegiarse el acceso a la justicia a través de los tribunales previamente establecidos, con base en la interpretación armónica, sistemática y en favor de la persona, conforme lo establece el artículo 1° constitucional, privilegiando la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales, con el objeto de dar eficacia y operatividad a los derechos de seguridad social de los miembros de las instituciones de seguridad pública.

Por tanto, se impone como necesario reconocer que para hacer efectivos los derechos mínimos a la seguridad social de los policías, este Tribunal Administrativo cuenta con facultades amplias para conocer, tramitar y declarar tales derechos atendiendo a lo que rija en dicha materia conforme a la normativa complementaria que le resulta aplicable (ley burocrática estatal) tanto es así que el propio Código Procesal Administrativo en su artículo 252, reconoce que, en algunos casos, el efecto de la sentencia dictada en un juicio administrativo será declarativa, lo cual se encuentra implícito en la posibilidad de otorgar o restituir en el goce de un derecho subjetivo violado, o bien, de establecer una condena, pues al respecto dispone: 
"ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca.- Cuando se condene a la restitución de un derecho subjetivo violado o a la devolución de un bien o de una cantidad, la Sala deberá previamente constatar el derecho del particular..." 

Postura que se corrobora si se tiene en cuenta que la competencia que se reconoce a este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es de diferente índole, por lo que sus facultades no pueden interpretarse restrictivamente en el sentido de que sólo puede declarar la validez o nulidad de una determinada resolución, sentencia definitiva o procedimiento administrativo; sino que, incluso, por la variedad de cuestiones que se someten a su potestad y por la materia propia de cada una de ellas, el ordenamiento jurídico reconoce, implícitamente, la posibilidad de declarar o constituir un derecho, al otorgarle competencia para conocer de acciones en las que resulta necesario dar esos efectos a la sentencia, como se desprende de la diversidad de actos respecto de los cuales tiene competencia –definidos en el artículo 7°, de la Ley Orgánica de este Tribunal-, entre otros, de los actos que se dicten en materia de pensiones civiles, con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado, esto es, respecto de las resoluciones, sentencias definitivas o procedimientos, planteados para tales efectos; así como para conocer de cualquier forma de terminación del servicio de sujetos especiales, entre ellos, los policías; luego, aunque expresamente no se encuentra conferida una facultad para conocer de la declaración de beneficiarios de los miembros de seguridad pública, institución que, según se explicó, es necesaria, para que aquéllos se subroguen en los derechos de éstos y puedan iniciar o realizar los trámites correspondientes para exigir los derechos que les corresponden; lo cierto es que se trata de una facultad implícita y de una cuestión que, por afinidad, debe conocer dicho tribunal, a fin de respetar el derecho a la administración de justicia, consagrado en el artículo 17 constitucional, así como para dar efectividad a los derechos de seguridad social de los referidos sujetos.

Sin embargo, tal procedimiento, se reitera, no puede sujetarse en su trámite y resolución a las exigencias de la normativa administrativa, sino a la ley especial que en forma complementaria lo establece, la cual de acuerdo con lo razonado en previamente, es precisamente la ley burocrática del Estado y, supletoriamente, la Ley Federal del Trabajo, pues, como se dijo, el efecto del procedimiento especial de declaración de beneficiarios no es obtener la validez o nulidad de una resolución, sentencia definitiva o procedimiento, sino declarar un derecho, esto es, como su propio nombre lo indica, el reconocimiento de una persona o personas como beneficiarias de un miembro de una institución policial.

Por ende, se corrobora la afirmación de que la norma que permite declarar o constituir un derecho a través del ejercicio de acciones que tengan ese propósito, se entiende implícita en el Código Procesal Administrativo, pues, de igual forma, se trata de una institución indispensable para efectos de resolver, entre otras, las controversias que en materia de seguridad social se presenten, como en el presente asunto, respecto del cual este Tribunal Estatal Administrativo tiene competencia por afinidad y debe resolver con base en las normas especiales y complementarias que le son aplicables, con el objeto de dar efectividad a ese tipo de derechos.
De este modo, atento al principio de plenitud hermenéutica del sistema jurídico, ninguna controversia puede quedar sin resolver por falta de norma aplicable, sino que debe encontrarse la solución en la letra de la ley, su interpretación o los principios generales del derechos, tal como lo permite el artículo 14 constitucional, por lo que en lo no previsto, resulta aplicable, en forma complementaria, la normativa burocrática estatal o la propia Ley Federal del Trabajo, de acuerdo con el marco normativo que rige el caso, conforme a lo antes razonado, así como, por igualdad de razón, los principios que derivan de la normativa federal administrativa, en los que se reconoce la facultad de declarar o constituir un derecho. 
Máxime cuando los artículos 163 y 217, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, remite a la aplicación supletoria del Código de Procedimientos Civiles del Estado, que contiene las reglas generales respecto a los efectos constitutivos o declarativos de las sentencia, a saber:

“TITULO PRIMERO

De las Acciones y Excepciones

CAPITULO I

De las Acciones

ART. 1.- El ejercicio de las acciones civiles requiere:

I.- La existencia de un derecho o la necesidad de declararlo, preservarlo o constituirlo;

II.- La violación de un derecho o el desconocimiento de una obligación;

III.- La capacidad para ejercitar la acción por sí, o por legítimo representante;

IV.- El interés en el actor para deducirla. Falta el requisito del interés siempre que no pueda alcanzarse el objeto de una acción, aun suponiendo favorable la sentencia.

ART. 2.- La acción procede en juicio, aun cuando no se exprese su nombre o se exprese equivocadamente, con tal de que se determine con claridad la clase de prestación que se exija del demandado y el título o causa de la acción.

Así, dado que la verdadera acción intentada por la accionante fue la declaración de beneficiarios, en el caso, que a ella y sus hijos se les reconociera como beneficiarios de los derechos de su finado esposo, quién se desempeñó en vida como miembro de una institución de seguridad pública; este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa puede conocer y resolver el procedimiento especial de declaración de beneficiarios de un miembro de las instituciones de seguridad pública del Ayuntamiento de la capital, ya que con independencia de la norma material con la que deba resolverse y tramitarse tal procedimiento, es precisamente a este Tribunal a quien compete dilucidar las cuestiones que en materia de seguridad social o de pensiones se susciten por quienes tienen una relación administrativa empleado-empleador, por virtud de un acto condición, pues su ámbito competencial está vinculado con los conflictos de naturaleza administrativa, la cual se fija al tomar en cuenta exclusivamente la naturaleza de la acción ejercida, mediante el análisis de las prestaciones reclamadas, los hechos narrados, las pruebas aportadas y los preceptos legales en que se apoye la demanda, con independencia de la relación jurídica sustancial o material que vincule al actor y al demandado, aspecto que constituye la cuestión de fondo del asunto que corresponde decidir exclusivamente al órgano jurisdiccional competente.

Sirve de apoyo a lo antes expuesto, por analogía, la jurisprudencia número 83/98 sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo epígrafe y contenido son del tenor siguiente:

Localización: [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo VIII, Diciembre de 1998; Pág. 28. P./J. 83/98. Registro No. 195 007

COMPETENCIA POR MATERIA. SE DEBE DETERMINAR TOMANDO EN CUENTA LA NATURALEZA DE LA ACCIÓN Y NO LA RELACIÓN JURÍDICA SUSTANCIAL ENTRE LAS PARTES.- En el sistema jurídico mexicano, por regla general, la competencia de los órganos jurisdiccionales por razón de la materia se distribuye entre diversos tribunales, a los que se les asigna una especialización, lo que da origen a la existencia de tribunales agrarios, civiles, fiscales, penales, del trabajo, etcétera, y que a cada uno de ellos les corresponda conocer de los asuntos relacionados con su especialidad. Si tal situación da lugar a un conflicto de competencia, éste debe resolverse atendiendo exclusivamente a la naturaleza de la acción, lo cual, regularmente, se puede determinar mediante el análisis cuidadoso de las prestaciones reclamadas, de los hechos narrados, de las pruebas aportadas y de los preceptos legales en que se apoye la demanda, cuando se cuenta con este último dato, pues es obvio que el actor no está obligado a mencionarlo. Pero, en todo caso, se debe prescindir del estudio de la relación jurídica sustancial que vincule al actor y al demandado, pues ese análisis constituye una cuestión relativa al fondo del asunto, que corresponde decidir exclusivamente al órgano jurisdiccional y no al tribunal de competencia, porque si éste lo hiciera, estaría prejuzgando y haciendo uso de una facultad que la ley no le confiere, dado que su decisión vincularía a los órganos jurisdiccionales en conflicto. Este modo de resolver el conflicto competencial trae como consecuencia que el tribunal competente conserve expedita su jurisdicción, para resolver lo que en derecho proceda.

En efecto, en el caso concreto, **********, exigió el reconocimiento de la misma, así como de sus hijos **********y el menor de edad**********., como beneficiarios de**********, quien en vida era policía del Ayuntamiento de la capital. 
Luego, como la persona respecto de la que se pidió el reconocimiento de beneficiaria, se desempeñaba como policía; entonces, es claro que su relación con el Estado era de naturaleza administrativa, debido a que su nombramiento tuvo origen en un acto condición, por lo que no se le podía considerar válida ni formalmente como trabajador, ni aun cuando la normativa aplicable de manera complementaria en materia de seguridad social fuera la relativa al ámbito burocrático y laboral, pues, como se dijo, ello no lleva a variar la naturaleza de la relación existente entre las partes ni a excluir a los policías del régimen especial al que pertenecen, sino únicamente a considerar aplicable, por analogía, una normativa preexistente a fin de garantizar los derechos mínimos de seguridad social de esos sujetos, en tanto se emite la legislación especial respectiva, en términos de los artículos 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 57 y 58 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.

Además, las citadas normas administrativas locales que rigen la relación Estado-elementos de seguridad pública, reconocen expresamente el derecho de éstos a gozar de diversas prestaciones, entre las que se incluyen los servicios de seguridad social. Tanto es así, que en la exposición de motivos de la referida Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, se estableció que la misma incluía alternativas de solución de las necesidades económicas por las que atravesaban los elementos de seguridad pública, en aquellos casos en que eran objeto de desaparición forzada, o bien, se les vulneraba la vida o la integridad corporal; situación que motivó, por una parte, establecer fondos de apoyo para sufragar gastos derivados de esos acontecimientos y, por otro, desregular la normatividad vigente en materia de prestaciones sociales y con ello facilitar el acceso a ese tipo de beneficios.

De ahí que, el propósito o eje rector del régimen de seguridad social de los miembros de las instituciones policiacas, es, indudablemente, hacer accesible esa clase de derechos; por ende, los derechos que se pretenden salvaguardar en este juicio, mediante la declaración de beneficiarios que solicita la actora, son los derivados de la relación administrativa habida entre la persona fallecida, quien era policía; entonces, es evidente que se trata de los derechos reconocidos en su favor por las leyes administrativas que lo rigen, en donde se contemplan derechos de seguridad social y se establece que como mínimo serán los previstos en la ley burocrática del Estado, por lo que el tribunal que debe conocer de estos asuntos es precisamente este Órgano Jurisdiccional, quién además debe resolver con base en la normativa especial aplicable, que en el caso, en forma complementaria, es la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado y la Ley Federal del Trabajo, sin que tal circunstancia pueda reputarse como un contrasentido, pues es la propia Constitución Federal y la legislación especial estatal la que remite en cuanto al fondo a la aplicabilidad de esa normativa de naturaleza burocrática-laboral.

En efecto, en términos generales, la Constitución Federal y la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estada ordenan, la instrumentación de un sistema complementario en materia de seguridad social para el caso de los elementos policíacos. Sin embargo, también se explicó, dichos ordenamientos garantizan que las prestaciones a que tienen derecho tales elementos, no sean inferiores a las que atañen a los trabajadores del Estado; por lo que habilitan, en el ámbito de seguridad social, la posibilidad de acudir como punto de apoyo, a esa normativa, sin que ello implique que los elementos de seguridad pública deban regirse en todos los aspectos por ese sistema de normas laborales, sino únicamente que al materializar las prestaciones de seguridad social y los derechos derivados de ellas o necesarios para su reconocimiento, no se desconozcan los que dicho ordenamiento prevé. Lo que de suyo implica, como se dijo, la posibilidad de aumentarlos, pues sólo conforman el criterio orientador en función del cual deben establecerse.

Es ilustrativa, por analogía, la tesis aislada número I.6o.T.314 L, emitida por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, que se comparte, cuyo rubro y texto señalan:

Localización: [TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXV, Febrero de 2007; Pág. 1685. I.6o.T.314 L. Registro No. 173 337

CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL. TRATÁNDOSE DE CONFLICTOS SUSCITADOS ENTRE AQUÉLLOS Y LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA O EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO RESPECTO DE PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL, SU CONOCIMIENTO CORRESPONDE, POR AFINIDAD, AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE DICHA ENTIDAD.- Conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los cuerpos de seguridad, entre otros, quedan excluidos del régimen tutelar de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado y de la competencia del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, porque éstos se rigen por sus propias leyes, por lo que dichos servidores públicos quedan vinculados con el Estado mediante una relación de naturaleza administrativa. Por otro lado, del análisis de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia y de la Ley de Seguridad Pública, ambas del Distrito Federal, se advierte que los agentes de la Policía Judicial tienen reconocida su existencia como cuerpos de seguridad pública. Ahora bien, aun cuando dichos ordenamientos son omisos en señalar qué órgano debe conocer de la demanda promovida por uno de los miembros de ese cuerpo de seguridad en contra de la aludida procuraduría y del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado con motivo de conflictos relativos a prestaciones de seguridad social; la fracción I del artículo 23 de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal establece que las Salas de dicho tribunal son competentes para conocer de los juicios en contra de actos administrativos que las autoridades de la administración pública del Distrito Federal dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de personas físicas o morales; en tal virtud, ante la falta de disposición legal en el Distrito Federal que otorgue a alguna autoridad facultades expresas para resolver ese tipo de controversias, la competencia para conocer de ellas corresponde al Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, por ser el más afín para conocer de los conflictos administrativos correspondientes al ámbito local. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO.”

En tal virtud, atento a la naturaleza de la acción ejercida, la cual se vincula con los derechos de seguridad social de un agente de seguridad pública, los cuales se reconocen en las leyes administrativas sobre la materia y en el sistema complementario aplicable; se tiene que la declaración de beneficiarios deriva de las prestaciones que como mínimo se otorgan a los miembros de los cuerpos de seguridad pública, con fundamento en la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, que expresamente remite al sistema complementario, conformado precisamente por ordenamientos de naturaleza burocrático- laboral, a saber: la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado y la Ley Federal del Trabajo.

Al respecto resulta aplicable la jurisprudencia número 23/96 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo III, Junio de 1996; Pág. 244. 2a./J. 23/96. Registro No. 200 587

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII, del apartado B, del artículo 123 y V, del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres, y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refiere a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado.

De igual modo, es aplicable, por similitud de razón, la jurisprudencia número 35/99 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que enuncia:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo IX, Abril de 1999; Pág. 111. 2a./J. 35/99. Registro No. 194 090
“POLICÍA AUXILIAR DEL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO FEDERAL. COMPETENCIA DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL PARA CONOCER DEL JUICIO LABORAL EN EL QUE SE RECLAMEN PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL.- Conforme a lo dispuesto en el artículo 123, fracción XIII, del apartado B de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los cuerpos de seguridad, entre otros, quedan excluidos del régimen tutelar de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado y de la competencia de los tribunales federales de conciliación y arbitraje, porque éstos se rigen por sus propias leyes. Ahora bien, del análisis de la Ley de Seguridad Pública del Distrito Federal y del Reglamento de la Policía Preventiva del Distrito Federal, se desprende que la Policía Auxiliar del Distrito Federal tiene reconocida su existencia como cuerpo de seguridad y forma parte de la estructura orgánica del Departamento del Distrito Federal. Por tanto, si conforme a lo establecido en el artículo 13 de la Ley de la Caja de la Policía Preventiva del Distrito Federal, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, es competente para conocer de las controversias que surgen por resoluciones de la caja, derivadas de las prestaciones de seguridad social, con fundamento en la disposición citada, aplicada por analogía, dicho tribunal debe conocer de las controversias que tengan y deriven de los mismos motivos tratándose de policías auxiliares, por virtud de que actualmente ya conoce de conflictos de igual naturaleza referidos a Policía Preventiva, Policía Bancaria e Industrial y Bomberos, que conjuntamente con la Policía Auxiliar forman parte de la Policía del Distrito Federal.

En conclusión, es indudable que la declaración de beneficiarios de un policía, como el que pretende la parte actora al promover este juicio, es una acción especial o sui generis, la cual constituye un asunto del conocimiento de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, cuyo trámite y resolución debe realizarse conforme a la interpretación sistemática de la Ley Fundamental, la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado y el sistema complementarios conformado por la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado y la Ley Federal del Trabajo, conforme a los dispositivos legales que fueron analizados a lo largo de este apartado.
TERCERO.- Una vez precisado el marco jurídico aplicable para este Tribunal en relación con el procedimiento especial o sui generis de declaración de beneficiarios solicitado; en cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 501 y 503 de la Ley Federal del Trabajo de aplicación supletoria a la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, se ordenó realizar una investigación y convocatorias a fin de que las personas que tuvieran o creyeran tener algún derecho comparecieran a deducirlo, tales convocatorias se fijaron, tanto en los estrados de este Tribunal y en la fuente de trabajo donde prestó sus servicios el C. **********, siendo publicadas en ambos lugares, conforme a lo siguiente:

La Síndico Municipal y Presidenta de la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, informó que la convocatoria que al efecto se le hizo llegar por parte de este Tribunal, se fijó en los estrados por treinta días naturales los que transcurrieron del día 1° de marzo de 2024 al 1° de abril de 2024, con base en el oficio **********de 2 de abril de 2024, y documentales anexas que así lo justifican, las que obran agregadas a fojas 432 a la 436 de los presentes autos.

Por su parte, el Director Jurídico y de Transparencia de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, mediante oficio**********, exhibe el memorándum signado por la Directora General de Gerencia y Desarrollo Policial de la citada Secretaría, donde se indica que la convocatoria se encontraría publicada del uno al treinta de marzo de dos mil veinticuatro, adjuntando evidencia fotográfica de la misma, así mismo mediante oficio ********** exhibe la certificación correspondiente a la conclusión de la convocatoria, señalando al efecto que la convocatoria fue anunciada a partir del 01 de marzo de 2024 al 01 de abril de 2024; lo cual se justifica con las documentales que obran agregadas a fojas 395 a la 397 y 473 a la 476, de los presentes autos.

La primer Síndico Municipal y Representante del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante oficio**********, de 03 de junio de 2024, refirió la publicación de la convocatoria ordenada en auto del veintiuno de mayo de dos mil veinticuatro, la cual fue fijada por la autoridad demandada en sus estrados a partir del 30 de mayo del año en curso, para lo cual exhibe la certificación y una fotografía como evidencia; así mismo mediante oficio **********recepcionado en este Tribunal el día 02 de julio de 2024, dicha autoridad refirió que la convocatoria fijada el treinta de mayo del año en curso, fue retirada el día primero de julio del mismo año, para lo cual exhibe la certificación correspondiente; lo cual se justifica con las documentales que obran agregadas a fojas 500 a la 503 y 516 a la 520, de los presentes autos.

Y en lo relativo a este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se acredita la publicación de la convocatoria ordenada, conforme a la documental que consta a fojas 430 del presente sumario, que emite la notificadora adscrita a esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en la que se certifica que se publicó en los estrados de este Tribunal las convocatorias correspondientes, a fin de que las personas que estimen tener derecho a recibir las prestaciones del finado**********, siendo dichas publicaciones del día veintiséis de febrero al veintiséis de marzo, ambas fechas del dos mil veinticuatro.
CUARTO.- Ahora bien, enseguida se procede a determinar si resulta procedente declarar como beneficiarios a**********, **********y el menor de edad**********., de los derechos laborales que en vida adquirió**********, en tal virtud se analiza en primer término el parentesco de los mismos, con el objeto de resolver si se acreditan los extremos requeridos por el artículo 501 de la Ley Federal del Trabajo, que dispone lo siguiente:

Artículo 501.- “Tendrán derecho a recibir indemnización en los casos de muerte o desaparición derivada de un acto delincuencial:

I. La viuda o el viudo, los hijos menores de dieciocho años y los mayores de esta edad si tienen una incapacidad de cincuenta por ciento o más, así como los hijos de hasta veinticinco años que se encuentran estudiando en algún plantel del sistema educativo nacional; en ningún caso se efectuará la investigación de dependencia económica, dado que estos reclamantes tienen la presunción a su favor de la dependencia económica;

II. Los ascendientes concurrirán con las personas mencionadas en la fracción anterior sin necesidad de realizar investigación económica, a menos que se pruebe que no dependían económicamente del trabajador;

III. A falta de cónyuge supérstite, concurrirá con las personas señaladas en las dos fracciones anteriores, la persona con quien el trabajador vivió como si fuera su cónyuge durante los cinco años que precedieron inmediatamente a su muerte, o con la que tuvo hijos, sin necesidad de realizar investigación económica, siempre que ambos hubieran permanecido libres de matrimonio durante el concubinato;

IV. Las personas que dependían económicamente del trabajador concurrirán con quienes estén contemplados en cualquiera de las hipótesis de las fracciones anteriores, debiendo acreditar la dependencia económica, y

V. A falta de las personas mencionadas en las fracciones anteriores, el Instituto Mexicano del Seguro Social.”

En el caso que nos ocupa, la parte actora oferta las documentales que acompañó al escrito inicial de demanda, entre las que se destacan las siguientes:

· Original del acta de defunción del C. **********, expedida por el Director del Registro Civil de esta Ciudad Capital, documental donde se señala las causas de fallecimiento del trabajador, la cual consta agregada a fojas 14 del presente expediente.

· Original del acta de matrimonio expedida por la Directora del Registro Civil, en donde se advierte que la C. **********y**********, contrajeron matrimonio, documental que obra a fojas 11 del presente sumario. 
· Original del acta de nacimiento de la C. **********, expedida por la Directora del Registro Civil, en donde se advierte el parentesco de hija de**********, documental que obra a fojas 12 del presente sumario. 

· Original del acta de nacimiento del menor de edad**********., expedida por la Directora del Registro Civil, en donde se advierte el parentesco de hijo de**********, documental que obra a fojas 13 del presente sumario. 

Probanzas que al tratarse de documentos públicos adquieren pleno valor probatorio de conformidad con lo establecido en los artículos 388 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí y 795 de la Ley Federal del Trabajo; probanzas, con las cuales se tiene por acreditado el parentesco de las promoventes**********, Liliana **********y el menor de edad**********.,  con el finado**********.

En segundo término, se procede a analizar la dependencia económica que hubieran tenido**********, **********y el menor de edad**********., con el objeto de resolver si se acreditan los extremos requeridos por el artículo 501 de la Ley Federal del Trabajo, a este respecto la parte actora ofreció la prueba testimonial con cargo a las C.C. **********y**********, con el objeto de acreditar la dependencia económica que dice tenía en relación con el extinto**********; probanza que se desahogó en los siguientes términos, y en el orden señalado, conforme al acta de audiencia de ley respectiva:

“…interrogada como corresponde manifiesta a la primera pregunta: 
1.-Que nos diga el testigo si conoce a la C. **********.
RESPUESTA: Sí si la conozco
2.- De ser afirmativa la anterior respuesta Que nos diga el testigo ¿por qué la conoce? 

RESPUESTA:
Porque es hermana de mi esposo

3.- Que nos diga el testigo si conoce al C. **********.

RESPUESTA:  Sí lo conocía 

4.- De ser afirmativa la anterior respuesta Que nos diga el testigo ¿por qué lo conoce?

RESPUESTA: Porque era esposo de mi cuñada

5.- Que nos diga el testigo si conoce a la C. **********? 

RESPUESTA: Sí, sí la conozco es mi sobrina, hija de **********
6.- De ser afirmativa la anterior respuesta Que nos diga el testigo ¿por qué la conoce? 

Declarada como improcedente al haberse contestado en la pregunta anterior

7.- Que nos diga el testigo si conoce al menor**********?

RESPUESTA: Sí, sí lo conozco 

8.- De ser afirmativa la anterior respuesta Que nos diga el testigo ¿por qué lo conoce? 

RESPUESTA: Porque es hermano de **********e hijo de **********
9.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta a qué se dedicó el C. **********
RESPUESTA: Sí se dedico a trabajar en Tránsito Municipal y sí me consta

10.-  Que nos diga el testigo si sabe y le consta a qué se dedica la C. **********
RESPUESTA: Se dedica a ser ama de casa, cuidar de sus dos hijos y hace repostería en su casa

11.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta a qué se dedica la C. **********?

RESPUESTA: Está haciendo su servicio social mitad del día hace su servicio y la otra mitad está terminando sus estudios de licenciatura en la universidad 

12.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta a que se dedica el menor**********?

RESPUESTA: Está estudiando el segundo año de secundaria 

13.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta si el C. **********tenía dependientes económicos.

RESPUESTA: Los dependientes económicos eran su esposa y sus dos hijos

14.- Que nos diga el testigo qué entiende por dependencia económica

Declarada como improcedente al no ser hechos propios

15.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta de quién depende económicamente la C. **********
RESPUESTA: Pues no, ahorita no depende de nadie dependía del salario de su esposo


16.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta de quién depende económicamente la C. **********? 

RESPUESTA: De su mamá 

17.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta de quién depende económicamente el menor **********
RESPUESTA: Depende al 100% de lo que le pueda apoyar su mamá económicamente 

18.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta si el C. **********contaba con servicio médico en su fuente de trabajo

RESPUESTA: Sí, sí contaba con servicio médico eran servicios básicos

19.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta quiénes eran los beneficiarios del servicio médico del C. **********
RESPUESTA: Sí me consta y **********y**********.

Razón de su dicho: Lo sé y me consta porque conozco a mi cuñada desde hace más de veinticinco años y conocía al que era su esposo.  …”

“…interrogada como corresponde manifiesta a la primera pregunta: 

1.-Que nos diga el testigo si conoce a la C. **********.
RESPUESTA: Sí, sí la conozco es la hermana de mi esposo
2.- De ser afirmativa la anterior respuesta Que nos diga el testigo ¿por qué la conoce? 

Declarada de improcedente al haber sido contestada en la respuesta anterior

3.- Que nos diga el testigo si conoce al C. **********.

RESPUESTA:  Sí, sí lo conocía porque ya falleció

4.- De ser afirmativa la anterior respuesta Que nos diga el testigo ¿por qué lo conoce?.

RESPUESTA: Porque es el esposo de**********, mi concuño

5.- Que nos diga el testigo si conoce a la C. **********?

RESPUESTA: Sí, sí la conozco ella es hija de **********y **********
6.- De ser afirmativa la anterior respuesta Que nos diga el testigo ¿por qué la conoce? 

Declarada de improcedente al haber sido contestada en la respuesta anterior

7.- Que nos diga el testigo si conoce al menor**********?
RESPUESTA: Sí, sí lo conozco de igual manera es hijo de **********y **********
8.- De ser afirmativa la anterior respuesta Que nos diga el testigo ¿por qué lo conoce? 

Declarada de improcedente al haber sido contestada en la respuesta anterior

9.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta a qué se dedicó el C. **********
RESPUESTA: Se dedicó a ser Tránsito Municipal durante treinta años y ya casi se pensionaba 

10.-  Que nos diga el testigo si sabe y le consta a qué se dedica la C. **********
RESPUESTA: Desde que falleció su esposo ella ha estado haciendo gelatinas cualquier cosa para salir adelante

11.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta a qué se dedica la C. **********?

RESPUESTA: Ella es estudiante de la universidad y actualmente trabaja medio tiempo porque está haciendo su servicio

12.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta a que se dedica el menor**********?

RESPUESTA: Sí, sí sé él es estudiante va a la secundaria 

13.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta si el C. **********tenía dependientes económicos.

RESPUESTA: Sí, era su esposa y sus dos hijos antes de que el falleciera eran menores de edad los dos

14.- Que nos diga el testigo qué entiende por dependencia económica

Declarada de improcedente al no ser hechos propios

15.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta de quién depende económicamente la C. **********
RESPUESTA: Pues actualmente ella no depende de nadie ella sola hace sus ventas para salir adelante hace hasta lo imposible por darle a sus hijos y estar bien


16.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta de quién depende económicamente la C. **********? 

RESPUESTA: Pues dependía de **********pero ahora de su mamá

17.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta de quién depende económicamente el menor**********. 

RESPUESTA: Igual, de su mamá

18.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta si el C. **********contaba con servicio médico en su fuente de trabajo

RESPUESTA: Sí, si contaba

19.- Que nos diga el testigo si sabe y le consta quiénes eran los beneficiarios del servicio médico del C. **********
RESPUESTA: Sí, su esposa y sus dos hijos 

Razón de su dicho: Principalmente yo tengo treinta años de conocerlos, estuve presente cuando falleció su esposo ahora que ella está sola con sus hijos pues bien o mal los conozco porque hemos estado con ella viendo como está sufriendo por la economía y pues sacar a sus hijos adelante …”

En relación con dicha probanza, se pretende acreditar la dependencia económica de los C.C. **********, **********y el menor de edad**********., con el finado**********; por tanto, de las declaraciones de las testigos ofertadas y desahogadas se advierte que fueron uniformes en declarar que **********dependía del salario de su finado esposo, y que ahora es ama de casa, cuida de sus hijos y hace repostería en casa, y **********es estudiante de universidad y trabaja medio tiempo, y el menor de edad**********., cursa el segundo año de secundaria, que éstos dos últimos ahora dependen económicamente de su madre; por lo que se demuestra que el finado **********era quien proporcionaba el sustento económico, y no se acredita que contaba con diversos medios de subsistencia, por lo que se evidenció que la parte actora se encontraba supeditada monetariamente a aquél.
Lo anterior aunado a que, en el presente asunto, no compareció persona distinta de las C.C. **********, **********y el menor de edad**********., que hicieran valer derecho alguno hasta el día de la fecha, toda vez que no consta en autos comparecencia en ese sentido, máxime que el plazo de treinta días naturales se otorgó de acuerdo a las convocatorias publicadas en el lugar del trabajo del finado **********y en los estrados de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y en razón de que existe la presunción legal de que la promovente dependía económicamente del trabajador ello por ser su esposa y el menor de edad**********., quien a la fecha de la presentación de demanda cuenta con menos de dieciocho años, ello al encontrarse en el supuesto establecido en el artículo 501, fracción I, de la Ley Federal del Trabajo aplicado supletoriamente a la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, que en la parte conducente establece: 

“…La viuda …, los hijos menores de dieciocho años…; en ningún caso se efectuará la investigación de dependencia económica, dado que estos reclamantes tienen la presunción a su favor de la dependencia económica;…”
Por lo que respecta a la C. **********hija del finado**********, quien tiene menos de veinticinco años de edad con base en el documento consistente en el acta de nacimiento exhibida, y que para efecto de justificar que se encuentra estudiando en un plantel del sistema educativo nacional, exhibió constancia de estudios en la que se hace constar que cursa el quinto cuatrimestre de la carrera de**********, en el período escolar de inicio del 1 de enero al 30 de abril de 2021, por lo que a la fecha de presentación de demanda (18 de mayo de 2021), dicha constancia perdió vigencia, por lo que no se justifica el supuesto establecido en el artículo 501, fracción I, de la Ley Federal del Trabajo aplicado supletoriamente a la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, que tendrán derecho a recibir indemnización en los casos de muerte, los hijos de hasta veinticinco años que se encuentran estudiando en algún plantel del sistema educativo nacional, en tal virtud no existe la presunción legal de que la promovente **********dependía económicamente del trabajador.
En las relatadas condiciones, se determina procedente declarar a la C. **********y el menor de edad**********, como beneficiarios de los derechos que en vida haya adquirido el finado**********, no así a la diversa promovente**********, conforme a las consideraciones legales expuestas con antelación.
Debe precisarse que si bien ya se ha declarado como beneficiarios a la actora **********y el menor de edad**********, de los derechos que en vida haya adquirido el finado**********; con lo cual se culmina el procedimiento especial que el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, en su ejecutoria de fecha cuatro de mayo del dos mil veintidós, pronunciada en el juicio de Amaro Directo número**********, concedió el Amparo y Protección de la Justicia de la Unión a la parte quejosa, actora en el presente juicio**********, ordenó llevar a cabo.

Ahora bien,  determinado lo anterior, y toda vez que la obtención de la declaración de beneficiarios es a fin de subrogarse en los derechos pensionarios del finado**********; se tiene que la accionante en su escrito inicial de demanda presentado ante este Tribunal, manifestó que, medularmente, entre sus pretensiones era el que se le otorgará la pensión por viudez que le correspondía como viuda de su finado esposo**********, y de su menor hijo**********, así como el pago de diversas pretensiones.

En tal virtud, dada la declaración de beneficiarios, la cual constituye el requisito previo para poder exigir ante la autoridad correspondiente el pago de las prestaciones o derechos de seguridad social que en vida le correspondieron, como lo es la pensión. Las pretensiones entre las cuales destaca la pensión datan desde el dieciocho de mayo de dos mil veintiuno, fecha de presentación de la demanda  presentada ante este Tribunal.
Las diversas autoridades demandadas H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del citado Ayuntamiento, están enteradas de la pretensión de la accionante, toda vez que fueron parte en el presente asunto; las cuales comparecieron a producir sus respectivas contestaciones de demanda en el expediente en que se actúa, como se aprecia de los escritos correspondientes que constan a fojas 138 a la 140, 154 a la 167 y 193 a la 203 del presente sumario; y  la tercera interesada persona moral denominada “**********”, a quien por auto de fecha dieciocho de abril de dos mil veinticuatro, se le tuvo por precluído su derecho para apersonarse a juicio, al no apersonarse dentro del término legal concedido para ello.
Conforme a lo anterior, y de conformidad con lo previsto en el artículo 17, segundo y tercer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria, considera pertinente realizar pronunciamiento, en relación  la pretensión de la accionante consistente en que se le otorgará la pensión que le correspondía como viuda de su finado esposo**********, y a su hijo menor de edad**********,  así como el pago de las diversas prestaciones que reclama; lo que se realiza en términos del Considerando que enseguida se señala.

QUINTO.- De conformidad con lo establecido en los artículos 1° y 2° fracciones I, II III, IV y VI de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, en donde se establece que dicha Ley regula las pensiones y jubilaciones, servicios y demás prestaciones que otorga la Dirección de Pensiones del Estado a los servidores públicos del Estado, y en su caso a los trabajadores, que en el caso se equipara al servidor público con base en el artículo 2° fracción VI de la Ley en comento, respecto de los Municipios que contribuyan con sus aportaciones a la propia Dirección de Pensiones del Estado.

En este sentido, es oportuno señalar, que los artículos 1° y 2° de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado prevé:
ARTICULO 1º. “La presente Ley es de orden público e interés general; tiene por objeto regular las pensiones, jubilaciones, servicios y demás prestaciones de los servidores públicos al servicio de la administración pública estatal, y municipal, en su caso, que contribuyan con aportaciones a la Dirección de Pensiones del Estado y que formen parte de cualquiera de los sectores cotizantes; así como las particularidades en cuanto a derechos y obligaciones de las pensiones que otorguen los sectores cotizantes y que se encuentran contenidos en esta Ley. 

Los servidores públicos de elección popular no quedan comprendidos en la presente Ley.
ARTICULO 2º. “Para efectos de esta Ley se entenderá por:

I. LEY: La Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí;

II. DIRECCIÓN DE PENSIONES: Organismo público descentralizado encargado de la administración de los fondos y otorgamiento de pensiones, jubilaciones y demás prestaciones sociales contempladas en esta Ley;

III. ADMINISTRACIÓN PUBLICA ESTATAL: Todas las dependencias y entidades de los tres poderes del Estado, tanto de la administración pública centralizada, como paraestatal;

IV. GRUPOS COTIZADORES: Sindicato, Institución u organismo público descentralizado, que con la anuencia de sus agremiados decida la constitución de un fondo exclusivo da cada grupo cotizante ante la Dirección de Pensiones;(…)

VI. TRABAJADOR: Todo aquel servidor público que cotice en alguno de los fondos de la Dirección de Pensiones; (…)”

De las transcritas disposiciones legales, se desprende que para ser sujeto de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, en el caso de los Municipios, se requiere la celebración de un convenio a efecto de que éstos contribuyan a la Dirección de Pensiones del Estado, y que sus servidores públicos –trabajadores- se encuentren incorporados como sector cotizante; de lo que se destaca que es la Dirección de Pensiones del Estado la que administra el fondo y en todo caso es quien sustituye a la administración pública estatal, y municipal en caso de que cotice, en el cumplimiento de las obligaciones de seguridad social previstas en dicha Ley.

En el presente asunto, no consta en el sumario en documento o dato de prueba del que se pudiera desprender que existe un convenio del que se advirtiera que el Municipio de San Luis Potosí, y por ende sus servidores públicos estén incorporados a la Dirección de Pensiones del Estado, máxime que en este sentido las enjuiciadas no realizan pronunciamiento alguno de la existencia de dicho convenio; de ahí que la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado sea inaplicable al caso concreto.
Aunado a lo anterior, se confirma de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 72 y 91 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, y los numerales 73, 74, 75, 76 y 105 fracción II del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí; preceptos que consignan la competencia del Honorable Ayuntamiento y de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, para conocer y resolver sobre las pensiones de sus servidores públicos. 
Máxime que, de considerar que se trate de un sector cotizador de la Dirección de Pensiones del Estado, la autoridad competente sería la Dirección de Pensiones del Estado en términos del artículo 2° fracción II de la Ley de Pensiones invocada.
De acuerdo a lo anterior, y atento a lo establecido en el apartado B fracciones XI y XII párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los integrantes de los cuerpos de seguridad pública tienen derecho a la seguridad social; que comprende entre otras prestaciones, el derecho a la jubilación o pensión de retiro, invalidez o muerte, ya que la pensión de retiro o jubilación garantiza un ingreso adecuado para una vida digna y decorosa del trabajador, después de su vida activa.
Ahora bien, precisado lo anterior, los artículos 84 párrafo segundo de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 57, fracciones VII, VIII y X de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, y 98 fracción XVII del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, establecen el derecho a la seguridad social, en particular, para las familias de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública, y para los miembros de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí. Los cuales se transcriben a continuación:
“Artículo 84.-(…) 

De igual forma, se establecerán sistemas de seguros para los familiares de los policías, que contemplen el fallecimiento y la incapacidad total o permanente acaecida en el cumplimiento de sus funciones. (…)”

“ARTICULO 57. Son derechos de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública:

…

VII. Disfrutar las prestaciones y servicios de seguridad social, garantizando un sistema de retiro digno;

VIII. Contar con sistemas de seguros que contemplen el fallecimiento, desaparición, o la incapacidad total o permanente acaecida en el cumplimiento de sus funciones;

…

X. De igual forma, se establecerán sistemas de seguros para los familiares de los policías, que contemplen el fallecimiento y la incapacidad total o permanente acaecida en el cumplimiento de sus funciones; (…)”

“Artículo.98- El personal operativo tendrá el goce de los siguientes derechos: (…)

…

XVII. Los deudos de los elementos, en caso de fallecimiento, tendrán derecho a pensión en los casos y con los montos que aplique la normatividad legal aplicable, con la autorización del Cabildo. (…)”

De la interpretación conjunta de los preceptos transcritos, se desprende el derecho a una pensión para los deudos, que en el caso que nos ocupa, son la C. **********y el menor de edad**********, como beneficiarios de los derechos que en vida haya adquirido el finado**********, quien se desempeñaba como policía de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí.
En tal virtud, resulta inconcuso, que la C. **********y el menor de edad**********, tienen derecho a una pensión por viudez y orfandad respectivamente, con los límites y montos que señale la normatividad aplicable.

Ahora bien, como ha quedado señalado en párrafos anteriores, por una parte la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado no es aplicable al caso, precisamente porque dicha Ley aplica a quienes cotizan en la Dirección de Pensiones del Estado, lo que en el caso no ocurre, y por otra parte, en la normatividad Municipal no existe publicación de un Reglamento o disposiciones de carácter general o incluso de carácter interno que regulen el otorgamiento de las pensiones.

En ese sentido, y toda vez que la C. **********y el menor de edad**********, como beneficiarios de los derechos que en vida haya adquirido el finado**********, cuentan con un derecho a la pensión, como una expresión del derecho humano a la seguridad social; lo cual no puede quedar sin resolución, de ahí, que el Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, y en su caso, la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales, deben resolver respecto de la pensión que le corresponde a los citados, para ello ante la falta de disposición expresa en la Ley, se considerarán, entre otros supuestos, las disposiciones que regulen casos semejantes, aplicando supletoriamente la legislación que le permita resolver respecto de dicha pensión en un parámetro de razonabilidad y proporcionalidad, pues se trata de una cuestión que no se puede quedar sin resolver, ya que de lo contrario se vulneraría el derecho humano a la seguridad jurídica.
Lo anterior se sustenta en la Tesis de Jurisprudencia, que enseguida se cita:
Época: Novena Época, Registro: 188431, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, Noviembre de 2001, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 52/2001, Página: 32.
COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.- “Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.- Contradicción de tesis 92/2000-SS. Segunda Sala”
Aunado a lo anterior, cabe señalar que con base en la ejecutoria pronunciada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, en fecha cuatro de mayo del dos mil veintidós, en el juicio de Amparo Directo número**********, en el que se concedió el Amparo y Protección de la Justicia de la Unión a la actora en el presente juicio**********, ordenó llevar a cabo el procedimiento para la declaración de beneficiarios; señalando la existencia del procedimiento especial de declaración de beneficiarios, conforme a las consideraciones legales contenidas en dicha ejecutoria,  respecto del cual este tribunal resultaba competente por afinidad, lo cual resultaba necesario –requisito previo- a fin de resolver lo verdaderamente solicitado, para hacer valer el derecho a la pensión.
Lo que se advierte de la citada ejecutoria (ver foja 106), que en lo conducente señala lo siguiente:
“…Así, conforme a lo razonado, se tiene que existe un procedimiento especial de declaración de beneficiarios, con base en el cual el tribunal competente por afinidad, podía resolver la controversia sometida a su conocimiento, la cual era de naturaleza sui generis y no propiamente ni formalmente administrativa en sentido estricto, por lo que debía atenderse a las normas especiales que regían el tipo de acción ejercida, para identificarla y establecer las características propias del pronunciamiento, a fin de resolver lo verdaderamente solicitado y lo que resultaba necesario para que la ahora quejosa pudiera hacer valer su derecho a la pensión ante la propia autoridad administrativa demandada, esto es, poder obtener el requisito previo, consistente en la declaración correspondiente de beneficiarios del policía fallecido…”

Lo resaltado es nuestro.

De acuerdo a lo anterior, la pretensión de la accionante consistente en:
a) La declaración por parte de este Tribunal de que los comparecientes somos los únicos beneficiarios del C. **********, respecto los derechos laborales y de seguridad que generó el antes mencionado en su fuente de trabajo.

Dicha pretensión resultó procedente en los términos del Considerando anterior de la presente sentencia.
Por lo que hace a las diversas prestaciones señaladas en los incisos b), c) d), e), f), g), h), i) y j), que describe en su escrito de demanda inicial.

Al respecto, se advierte que la hoy actora, además de la multicitada pensión, solicitó los haberes dejados de percibir y la indemnización que correspondieran, así como las garantías de seguridad social a las que hubiera lugar.
Cabe precisar que, en relación a la solicitud de pensión, la parte actora en su escrito inicial de demanda y en lo conducente señala que: 

“…nos vemos en la necesidad de acudir a este Tribunal de Justicia Administrativa a promover la actual demanda con el objeto de que se nos declare como beneficiarios del C. **********y por consecuencia se nos otorgue la pensión derecho de seguridad social que deviene de la relación laboral entre el antes nombrado y el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí….” (foja 4 vuelta)
En este sentido, se advierte que las autoridades demandadas al dar los hechos y el derecho en que fundan sus respectivas contestaciones de demanda, únicamente se avocaron a desestimar la pensión en cuestión, así como las pretendidas prestaciones, señalando las diversas autoridades demandadas Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, Síndico Municipal y Presidenta de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y Síndico Municipal y Representante Legal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; la primera refiere que no se encontraba entre sus facultades determinar y otorgar las prestaciones al personal de la Secretaría, la segunda niega lo afirmado por la actora, y que no acredita la accionante documentalmente que exista una solicitud de manera formal en la que solicite el trámite de pensión, y que por cuanto hace al hecho de recibir los proporcionales de los derechos laborales generados por el fallecido, lo ignora por no ser un hecho propio, y la última de las mencionadas sostiene que la actora no acredita su dicho con petición alguna o medio probatorio idóneo, por lo que no existe acto administrativo alguno que pueda ser susceptible de estudio de legalidad, y aduce que los actores reclaman prestaciones que derivan de una relación patrón y trabajador, por lo que solicitan prestaciones laborales.
En el presente asunto, la parte actora quien actúa en nombre propio y en representación del menor**********., a quienes les corresponde les sea otorgada pensión por viudez y orfandad, en virtud de los derechos laborales que en su vida adquirió el finado**********; el cual era un elemento de seguridad pública.
En lo relacionado a las pensiones otorgadas a los elementos de seguridad pública o sus beneficiarios, no se advierte que exista una disposición específica que regule su otorgamiento, requisitos y condiciones.

No obstante lo anterior, como se ha venido señalando en la presente sentencia, con base en lo previsto en los artículos 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 45 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; y 51 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; es un deber constitucional a cargo de las autoridades de las entidades federativas y municipales, la instrumentación de sistemas complementarios de seguridad social, a fin de propiciar el fortalecimiento de este derecho en favor del personal de las corporaciones policiales; y en el caso que nos ocupa, las instituciones de seguridad pública deberán garantizar, al menos las prestaciones previstas como mínimas para los trabajadores al servicio del Estado.

Ahora bien, en el caso, el finado**********, quien falleció el día dos de febrero de dos mil veintiuno; fecha a partir de la cual es exigible el otorgamiento a la aquí actora de la pensión por derecho le corresponde, así como en representación del menor**********., por tanto y toda vez que la demandante expone en su escrito inicial de demanda, en lo conducente que:

“…posterior a la muerte de mi esposo, en la primera quincena del mes de marzo la suscrita acudí a la fuente de trabajo de mi esposo es decir a la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí, a efecto de solicitar el pago de los derechos laborales de mi esposo, el cobro de seguro de vida y la solicitud de un otorgamiento de pensión al ser un derecho humano a favor del cónyuge supérstite por el servicio prestado por mi esposo…Sin embargo me comentaron en el área de Oficialía Mayor que ahí no se me podía resolver nada que acudiera al área de Recursos Humanos de la Unidad Administrativa Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., en el área de Recursos Humanos, lleve mi documentación y comenté las intenciones antes redactadas, pero me negaron el derecho humano a una pensión para poder llevar una vida digna y decorosa bajo el argumento de que no existía fondo destinado para ese objeto y que existía una lista de espera para el caso de que creará dicho fondo de pensiones. Respecto las prestaciones de carácter laboral (prima de antigüedad, proporcional de aguinaldo, vacaciones, prima vacacional), no me quisieron proporcionar información respecto la cantidad o fecha de entrega de las mismas…comentando que realizara la declaración de beneficiarios ante la autoridad correspondiente…(…)”
De lo transcrito con antelación, se advierte que es a partir de la primera quincena del mes de marzo de dos mil veintiuno, que acudió a solicitar dicha pensión –sin que cuente con una constancia para ello-; sin embargo, lo cierto es que el dieciocho de mayo de dos mil veintiuno, fue la presentación de la demanda ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, conforme al sello de recepción que consta a fojas 2 del presente expediente, por parte de la Oficialía de Partes de este Tribunal, de ahí que esa es la fecha cierta en que acudió ante este Tribunal a solicitar que le fuera otorgada la pensión y el pago correspondiente de la multicitada pensión, los haberes dejados de percibir y la indemnización que correspondieran, así como las garantías de seguridad social a las que hubiera lugar.
Por lo tanto, se debe tener en cuenta que en la fecha mencionada  la parte actora **********ejerció su derecho para el pago de las pensiones que le correspondían por viudez, y de orfandad del menor**********.
Por otra parte, la suscrita Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria considera que resulta procedente el pago retroactivo de las pensiones que le corresponden a la actora **********y a su menor hijo**********., al haber sido declarados beneficiarios de los derechos laborales que en vida haya adquirido su finado esposo**********, máxime que no debe soslayarse que la finalidad de la declaración obtenida a su favor y de su menor hijo**********., se traduce en la institución necesaria para efectos de que se subroguen en los derechos que correspondió al fallecido**********.
Es decir, en virtud de dicha declaratoria obtenida a su favor, así como del menor de edad en mención, debe entenderse, que lo único que acontece es que ambos, se sustituyen en el derecho que tenía el finado **********a recibir una pensión.

Por lo tanto,  resulta procedente que a la actora **********y a su menor hijo**********., se les pague de manera retroactiva las pensiones por viudez y orfandad respectivamente, que debieron de recibir desde el momento en que falleció**********, pues fue solicitado con oportunidad y ha obtenido la institución necesaria para ello.
Por lo que hace a la póliza de seguro de vida, con la que si contaba el C. **********, con base en el oficio  **********, de fecha 24 de agosto de 2022 que suscribe la Directora de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí (ver fojas 147 y 147), y con base en el diverso oficio**********, de fecha 24 de agosto de 2022 que suscribe la Directora de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí (ver fojas 188 a la 190), así como con el oficio que suscribe la Directora de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí (ver foja 403), documentales a las que se le confiere valor probatorio pleno en términos del numeral 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Se destaca del diverso oficio**********, de fecha 24 de agosto de 2022,  en el cual se informa en lo que interesa lo siguiente:

“…

	2.- Sí **********contaba con póliza de seguro de vida y de ser afirmativo, si ya fue pagada a los beneficiarios que haya designado; en tal caso, proporcione copia certificada de los documentos que lo acrediten.
	Si contaba con póliza de seguro de vida el finado**********, la cual ya fue pagada a los beneficiarios designados. Se exhibe en copias simples (ANEXO 1) al presente oficio, en razón que se realizara la petición de la certificación de las copias aludidas, a la Secretaria General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, tan pronto se remitan a esta Dirección a mi digno cargo, se le hará llegar de manera inmediata.


…“

De lo anterior se advierte que en efecto el C. **********, contaba con póliza de seguro de vida, la cual la Directora de Recursos Humanos afirma ya fue pagada a los beneficiarios designados, y para tal fin exhibe entre otras constancias el Informe de siniestro (ver foja 190), en el que se aprecia al reverso de la misma aparece la leyenda: “RECIBI DE**********. LA CANTIDAD MENCIONADA EN EL CONCEPTO “IMPORTE TOTAL PAGAD0” EN CONSIDERACIÓN A ESTA INDEMNIZACIÓN, OTORGO A DICHA COMPAÑÍA EL MÁS AMPLIO FINIQUITO DE LA RECLAMACIÓN”, sin embargo de dicho documento se advierte que en la parte relativa a la firma del beneficiario (**********) no se registró firma alguna en el recuadro correspondiente (ver foja 190 vuelta), máxime que la firma constituye el signo inequívoco válido para expresar la voluntad de la actora respecto de la recepción de dicho pago.
En tal virtud, al no acreditarse debidamente que dicha póliza de seguro de vida haya sido efectivamente pagada, las autoridades demandadas deberán proveer lo conducente, bien sea realizar el trámite conducente al pago, o en su caso exhibir el documento que justifique debidamente que la póliza de seguro de vida ha sido cubierto, toda vez que mediante el diverso oficio**********, de fecha 24 de agosto de 2022, se afirmó que ya fue pagado a los beneficiarios designados.

Así mismo, y toda vez que la parte actora reclama diversas prestaciones (concepto de 20 días por año, proporcional de aguinaldo no pagado, proporcional de vacaciones no pagadas, proporcional de prima vacacional no pagadas, y prima de antigüedad) de existir algún haber dejado de percibir por**********, o incluso, de alguna otra prestación de seguridad social a su favor, la enjuiciada  deberá proveer lo conducente, siempre y cuando éstos no hayan sido cubiertos al finado**********, para lo cual deberá exhibir la documentación que corresponda acreditando el pago de haberes que si haya sido efectivamente cubierto al mismo, y de manera desglosada realice el cálculo correspondiente respecto de las prestaciones relativas a los haberes dejados de percibir del finado**********, así mismo acredite las acciones correspondientes al pago que efectué en ese sentido.
Consecuentemente, resulta procedente que se remita oficio al Ayuntamiento de San Luis Potosí, adjuntando copia certificada de la presente sentencia, para efecto de que les otorgue a la hoy actora **********y a su menor hijo**********., la pensión de viudez y orfandad que les corresponde como beneficiarios de los derechos laborales del finado**********, así como el pago de las pensiones que retroactivamente le corresponden.

En su caso, dicha autoridad tiene libertad de requerirle a la hoy actora la información y documentación que resulten necesarias, para garantizar que se le otorgue dicha pensión por viudez y orfandad y el pago retroactivo de las pensiones que les corresponden, debiendo considerar los documentos anexos a la demanda inicial, y tomando en consideración que las enjuiciadas cuentan con el expediente laboral correspondiente al finado, para proveer lo conducente en relación a los pagos correspondientes que deberán de cubrirse.
Sin que se deba soslayar que conforme a lo dispuesto en el artículo 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado, el cumplimiento de las sentencias es de orden público e interés general, por lo tanto, todas las autoridades que por su competencia o funciones deban intervenir en su ejecución, aunque no hayan tenido el carácter de demandadas en el juicio, estarán obligadas a su cumplimiento.

Por lo anteriormente expuesto y fundado y con apoyo además en los artículos 17, 123, apartado B, fracción XIII de nuestra Carta Magna; 123, párrafo primero de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º, fracción XVIII, y 9º fracción III, 24, 35, fracciones VIII y XV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 51, 57, 58 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; 4, 43 de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado; 115, 501, 503, 892 y 896 de la Ley Federal del Trabajo; se resuelve:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria, es competente para conocer y resolver el procedimiento especial o sui generis de declaración de beneficiarios promovido por la C. **********en nombre propio y en representación del menor de edad**********.

SEGUNDO.- La actora **********en nombre propio y en representación del menor de edad**********., sí acreditó su acción.
TERCERO.- Se declara como beneficiarios a la C. **********y el menor de edad**********, de los derechos laborales que en vida haya adquirido el finado**********; conforme a los fundamentos y motivos expuestos en la presente resolución.
CUARTO.- La diversa promovente**********, no acreditó su acción, conforme a las consideraciones legales expuestas en la presente resolución.
QUINTO.- Se ordena girar atento oficio al Ayuntamiento de San Luis Potosí, para lo cual remítasele copia certificada de la presente sentencia, para los efectos que se precisan en la parte final de la presente sentencia.
SEXTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Eduardo Peredo Gómez, que autoriza y da fe.-(rúbricas)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� “ARTÍCULO 163. Este Libro Segundo se aplicará supletoriamente a los diversos ordenamientos jurídicos que regulan los actos, procedimientos y resoluciones de la administración pública estatal y paraestatal, aun cuando en aquéllos existan otras disposiciones diversas o en contrario.





El Libro Tercero de este Código; el Código de Procedimientos Civiles y el Código Fiscal del Estado, se aplicarán a su vez supletoriamente a los procedimientos administrativos que se regulan en este Libro Segundo, en lo conducente.


…


ARTÍCULO 217. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código.





A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.


…”





